PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo n°1: Modifíquese el artículo 89 de la ley 11.922 y sus modificatorias el que quedará redactado de la siguiente manera:

Art. 89. – Derechos. El imputado tendrá derecho a hacerse defender por abogados de la matrícula de su confianza o por el defensor oficial.

Podrá también defenderse personalmente, siempre que ello no perjudique la eficacia de la defensa o no obstaculice la normal sustanciación del proceso, supuestos en que el órgano interviniente lo invitará a elegir defensor de su confianza dentro del término de tres (3) días, bajo apercibimiento de continuar actuando el defensor oficial conforme lo dispuesto en el art. 92 

En ningún caso el imputado podrá ser representado por apoderado. La propuesta del defensor hecha por el imputado importará, salvo manifestación en contrario, conferirle mandato para representarlo en el trámite de la acción civil, que subsistirá mientras no fuere revocado.

El imputado podrá proponer defensor aun estando incomunicado y por cualquier medio o persona.

En el caso que el imputado privado de su libertad fuere extranjero y siempre que el interesado lo solicite, la autoridad judicial y policial interviniente deberá dar aviso en forma inmediata por correo electrónico, fax o teléfono o cualquier medio fehaciente al consulado que corresponda a su nacionalidad, con todos los datos personales del mismo.
Artículo 2°-. De forma. 

FUNDAMENTOS

La presente iniciativa legislativa, tiene por finalidad, a través de la modificación del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires (ley 11.922 y modificatorias) fortalecer el debido proceso legal en particular respecto a los extranjeros que, en tránsito por el territorio provincial, sean arrestados, detenidos o puestos en prisión preventiva.
El Código Procesal Penal bonaerense omite regular en particular tal situación, evadiendo en esto un posicionamiento doctrinario y normativo. Adviértase que la República Argentina ha ratificado la Convención de Viena de Relaciones Consulares (Ley 17.081). Ésta en su artículo 36, inciso 1 apartado b establece que: 

“Si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado”.
Por otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante C.I.D.H), en la Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos, denominada “El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal” hace aportes significativos en lo que respecta a la aplicabilidad del citado derecho. La consulta se relaciona con las garantías judiciales mínimas y el debido proceso en el marco de la pena de muerte, impuesta judicialmente a extranjeros a quienes el Estado receptor no ha informado de su derecho a comunicarse y a solicitar la asistencia de las autoridades consulares del Estado de su nacionalidad. La misma indica que el extranjero, que es arrestado, detenido o puesto en prisión preventiva, tiene acceso “sin dilación”, a los siguientes derechos:

i. el derecho a la notificación consular, y

ii. el derecho a que cualquier comunicación que dirija a la oficina consular sea transmitida sin demora.

Es importante destacar lo que se entiende por “sin dilación”, ya que claramente es un factor preponderante en el tratamiento que se le brinde al detenido. En consecuencia, lo que considera la C.I.D.H. al respecto es que el concepto responde a que la notificación atiende al propósito de que aquél disponga de una defensa eficaz. Para ello, la notificación debe ser oportuna, esto es, ocurrir en el momento procesal adecuado para tal objetivo. Por lo tanto, y a falta de precisión en el texto de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, la Corte interpreta que se debe hacer la notificación al momento de privar de la libertad al inculpado y en todo caso antes de que éste rinda su primera declaración ante la autoridad
.
La inobservancia de tales medidas afecta la garantía del debido proceso legal. Claramente, este derecho individual que tiene por objeto regular el presente proyecto de ley debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas, para brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo. Así lo entendió también el Tribunal de Casación de la Provincia de Buenos Aires mediante la Resolución N° 12/03 del día 23 de junio de 2003
. Allí, se resuelve:

Art. 1° - Hacer saber a los Órganos Jurisdiccionales, respecto de los cuales este Tribunal de Casación Penal constituye alzada; Policía y Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, como instituciones auxiliares de la Justicia; que en caso de ordenarse la detención o el procesamiento de ciudadanos extranjeros, deberá darse intervención inmediata al Cónsul del país del que procede el imputado, a través de la metodología prevista al efecto por las normas de rigor.

Art. 2° - Los mismos órganos referidos en el artículo precedente, deberán poner en conocimiento de los detenidos y procesados extranjeros, los derechos que le acuerda el Art. 36 de la Convención de Viena de 1963, de lo que se labrará acta, velando por el fiel cumplimiento de las atribuciones que dicha norma establece a favor de los Cónsules y transmitirán en forma urgente las comunicaciones que los detenidos deseen hacer saber a los representantes consulares.

Al respecto, quisiéramos destacar que las únicas estadísticas de acceso público sobre los extranjeros detenidos en la Provincia de Buenos Aires pertenecen a ésta Resolución, y que motivó lo actuado la presentación efectuada por el señor Luis Ponce Chávez, Cónsul General del Perú en la Ciudad de La Plata, respecto de la falta de comunicación consular en el caso de su connacional José Luis Rodríguez Arbulu. La Presidencia del Tribunal de Casación realizó una compulsa de los detenidos de nacionalidad extranjera en las distintas Unidades Carcelarias dependientes del Servicio Penitenciario al igual que en las Comisarías dependientes del ministerio de Seguridad provincial. Publicó que la cantidad total de extranjeros detenidos en la Provincia de Buenos Aires al mes de Mayo de 2003 ascendía a 667, provenientes de veintiuna naciones diferentes; alojados 533 en Unidades del Servicio Penitenciario y 134 en Comisarías.
También informan que “no se cumplía -como procedimiento de rutina- la comunicación al Cónsul del País de origen de los ciudadanos extranjeros involucrados en procesos penales, lo que constituye un desconocimiento de las previsiones legales estipuladas al efecto, en virtud de lo normado por el citado art.36 de la Convención de Viena, que además es ley, la número 17.081 publicada en el Boletín Oficial el 18-1-67”
.

Por otro lado, un artículo periodístico publicado el día 10 de mayo de 2009 comunica los resultados de un informe presentado por el Servicio Penitenciario Bonaerense, el cual plasma que en poco más de 5 años, la cantidad de presos extranjeros subió un 80 % en las cárceles de la Provincia. “De acuerdo a la investigación, en el año 2003, la población carcelaria era de 22.420 reclusos, 525 de los cuales provenían de otros países. Pero luego de cinco años, esa cifra trepó a 902, sobre una cantidad general de presos de 23.200. Durante ese lapso, los detenidos paraguayos pasaron de 151 a 341; los uruguayos, de 148 a 219; los chilenos, de 113 a 132; los bolivianos, de 50 a 58, los peruanos de 29 a 62; los brasileños, de 10 a 21, y los ciudadanos de otros países, de 24 a 69”
.

Las disposiciones del artículo 36 inciso 1 apartado b de la Convención de Viena de Relaciones Consulares ha tenido un tratamiento permanente en las causas elevadas a la C.I.D.H. Todas nuclean la obligación por parte del Estado a que la notificación sobre el derecho a establecer contacto con un familiar, un abogado y/o información consular, debe ser hecha al momento de privar de la libertad al inculpado. En el caso específico de la notificación consular, la Corte ha señalado que el cónsul “podrá asistir al detenido en diversos actos de defensa, como el otorgamiento o contratación de patrocinio letrado, la obtención de pruebas en el país de origen, la verificación de las condiciones en que se ejerce la asistencia legal y la observación de la situación que guarda el procesado mientras se halla en prisión. Concluyen argumentando que el derecho individual del nacional de solicitar asistencia consular a su país “debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo”
. 

Como ha sostenido la Corte Suprema de la Nación “En tal sentido cabe destacar que las reglamentaciones que distinguen entre nacional y extranjero no son en principio inconstitucionales en los términos de los arts. 16, 20 y 75 inc. 22, CN., razón por la cual el legislador se encuentra habilitado a emplearla con la exigencia de que tal decisión responda a intereses que involucran el bienestar general y que responden a una justificación razonable y proporcional en relación con los propósitos que se persiguen”. (Reyes Aguilera, Daniela v. Estado Nacional, SJA 7/11/2007).
La garantía adicional respecto a los extranjeros que se pretende incorporar responde a lo que la doctrina de la C.I.D.H., llama “distinción” para diferenciarlo de la “discriminación", propiamente dicha. En efecto la primera se emplea para lo admisible, en virtud de ser razonable, proporcional y objetivo; el segundo ("discriminación"), que no es éste el caso, se utiliza para hacer referencia a toda exclusión, restricción o privilegio que no sea objetivo y razonable (Opinión consultiva OC 18/03 del 17-IX-2003)
. 
En el marco del derecho público comparado debemos mencionar que, recientemente, el Código Procesal Penal de Mendoza ha receptado una modificación acorde a lo propuesto. (Ley 7994 sancionada el 17/12/2008; promulgada el 08/01/2009; publicada el 23/01/2009, art 2 modificatoria del Código Procesal Penal, ley 6730 y 7007, y el art. 99 del código Procesal Penal, ley 1908).
Debido a los motivos anteriormente expuestos, es que solicito a los legisladores el acompañamiento de este Proyecto de Ley.
� Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999, “El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, paras. 106.


� Resolución disponible en � HYPERLINK "http://www.mseg.gba.gov.ar/Boletin%20Informativo/ordenes/his_pdf/2003/OD-055-03.PDF" �http://www.mseg.gba.gov.ar/Boletin%20Informativo/ordenes/his_pdf/2003/OD-055-03.PDF�


� Domínguez, Federico G.J. Detenidos extranjeros en el proceso. Su problemática. Compromiso constitucional y Responsabilidad Estatal. � HYPERLINK "http://www.eldial.com.ar/suplementos/procesal/doctrina/pr031017-a.asp" �http://www.eldial.com.ar/suplementos/procesal/doctrina/pr031017-a.asp�


� “La cantidad de presos extranjeros subió un 80 % en cinco años”. Diario Hoy, 10 de mayo de 2009. � HYPERLINK "http://www.diariohoy.net/accion-verNota-id-26619-titulo-La_cantidad_de_presos_extranjeros_subi_un_80__en_cinco_aos" �http://www.diariohoy.net/accion-verNota-id-26619-titulo-La_cantidad_de_presos_extranjeros_subi_un_80__en_cinco_aos�


� Ver Corte Interamericana de Derechos Humanos, casos Bulacio, cit., para. 130; Tibi v. Ecuador, sentencia de 7 de septiembre de 2004, paras. 112 y 195; Bueno Alves, cit., para. 116; Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, sentencia de 21 de noviembre de 2007, para 164.


� Asimismo ha seguido este criterio la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires (SCBA, A 69391 S 20-10-2007).





